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Expediente N° 242-2012

Voto N° 027-2013

Sentencia N° 024-2013


Sentencia número 024-2013. Tribunal Aduanero Nacional. San José, a las nueve horas treinta minutos del siete de febrero de dos mil trece.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por el señor XXX, agente aduanero persona física, contra la denegatoria de trato arancelario preferencial y consecuente ajuste de la obligación tributaria aduanera, referente a la Declaración Aduanera de Importación número XXX del 19 de abril de 2012 de la Aduana de Limón.
RESULTANDO 

I. Mediante Declaración Aduanera de Importación número XXX del 19 de abril de 2012 de la Aduana de Limón, el agente aduanero XXX, declaró en nombre de la importadora XXX, la destinación al régimen de importación definitiva de la mercancía consistente en 568 bultos conteniendo muslos de pollo, aplicando el trato arancelario preferencial que concede el Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y los Estados Unidos de América (en adelante CAFTA-DR o Tratado), Ley número 8622 del 21 de noviembre de 2007, publicada en el Alcance número 246 del 21 de diciembre de 2007, que entró a regir en nuestro país a partir del 01 de enero de 2009. (Ver folios 77 a 103)
II. Durante el ejercicio del control inmediato, el funcionario encargado, al considerar que en la declaración de exportación, conocimiento de embarque y en la factura comercial se consigna como exportador a la empresa XXX domiciliada en la ciudad de Ontario, Canadá, mientras en la casilla número 1 del certificado de origen, se indica como exportador a la misma empresa pero con domicilio en la ciudad de XXX (en adelante EUA), y al no existir conexidad entre la información contenida en los documentos indicados y dado que Canadá no es miembro firmante del CAFTA-DR, de conformidad con los artículos 4.15 y 3.3.2 del texto del Tratado, 2 de su Reglamento, y el anexo 3.3 del Tratado, determina desaplicar el trato arancelario preferencial, motivo por el cual reliquida la obligación tributaria aduanera, generando una diferencia por pagar a favor del Fisco por la suma de ¢9.093.655,28. El referido ajuste se notifica el día 20 de abril de 2012.  (Ver folios 21, 102 y 103)
III. Por escrito presentado el 25 de abril de 2012, el agente aduanero XXX, interpone los recursos de reconsideración y de apelación contra el ajuste objeto del procedimiento que nos ocupa, esgrimiendo a los efectos: (Ver folios 01 y 03 a 10)
· Considera viciado de nulidad absoluta el acto recurrido, por carecer de los elementos necesarios de validez, como lo son el contenido y el motivo, entre otros.

· Afirma que el trato arancelario otorgado por el CAFTA-DR aplica sobre las mercancías originarias de los países signatarios que hayan sido transportadas directamente entre los puertos de dichos países, sin que se encuentre sujeto a la nacionalidad de las partes intervinientes en el contrato de compra venta internacional de las mercancías. Además, califica el ajuste de cita como un acto abusivo, al incumplir con las disposiciones del Tratado que otorgan la posibilidad de corregir irregularidades o errores en los documentos de importación, estimando al respecto, que el caso concreto encuadra dentro de lo estipulado por el numeral 4.1 del Tratado, siendo que pretende sustentar dicha condición aportando el certificado emitido por el Departamento de Agricultura y Seguridad e Inspecciones de Alimentos de los EUA de fecha 26 de marzo de 2012, así como el certificado de origen solicitado al exportador. 
· A los efectos indicados, refiere que el conocimiento de embarque emitido por el transportista demuestra que el Puerto de envío fue xxx situado en los EUA y el Puerto de descarga, Puerto Limón, Costa Rica, por lo que según su apreciación, aún y cuando existió un error material en la mención de la sucursal que aparece como exportador de las mercancías, el cual imputa a la casa matriz, empresa de la cual aporta carta de fecha 20 de abril de 2012 al respecto, se evidencia que las mercancías no fueron transbordadas, reexportadas o tan siquiera realizaron tránsito en ningún otro territorio, refiriendo al numeral 4.12 del Tratado. Adjunta a su vez carta del transportista XXX.
· Sostiene que la causa por la que se está eliminando el trato preferencial es meramente un asunto de forma, que no impide la apreciación de información relevante que demuestre que las mercancías son originarias de los EUA, país signatario del CAFTA-DR. Reseña el numeral 4.15.3 del Tratado, alegando la posibilidad del importador de realizar cualquier corrección voluntaria, calificando el ajuste efectuado como abusivo, al privar el ejercicio de dicho derecho. Al respecto, con base en el numeral 4.15.5 del cuerpo legal indicado, resalta el hecho de que un importador puede realizar la solicitud de trato arancelario preferencial hasta un año después de la fecha de la importación. También alega violación al debido proceso, según su posición, al no respetarse el procedimiento señalado por el Tratado.
· Solicita se revoque la notificación del ajuste de cita, declarando que a la carga tributaria por concepto de la Declaración Aduanera de referencia le aplica el trato arancelario preferencial establecido al amparo del CAFTA-DR, por un monto de $1.598,73, y que la misma fue cancelada en su totalidad, por lo que el agente aduanero no ha incurrido en ninguna conducta ilegítima o infractora que pueda ser sancionada.
IV. Mediante resolución número RES-AL-DN-1327-2012 del 27 de abril de 2012 de la Aduana de Limón, se procede de oficio a cambiar el estado de la Declaración Aduanera de Importación número XXX del 19 de abril de 2012, de “Aceptado” a “Impugnado”, en razón de la recurrencia referida en el Resultando anterior. (Ver folio 17)
V. Con escrito presentado el 02 de mayo de 2012, el agente aduanero XXX aporta garantía de cumplimiento para que se autorice el levantamiento de la mercancía importada mediante la Declaración Aduanera de repetida cita, en razón de lo cual, la Aduana de Limón mediante resolución número RES-AL-DN-1141-2012 del 03 de mayo de 2012, ordena al depositario aduanero XXX, autorizar la salida de la mercancía de referencia. (Ver folios 19 a 23) 

VI. A través de escrito recibido el 09 de mayo de 2012, el recurrente reitera todos los argumentos y pretensiones manifestados en su escrito recursivo, aclarando que el pago de garantía se realizó por razones comerciales pero de ninguna manera demuestra tolerancia o aceptación del ajuste efectuado por la Aduana, y que el mismo evidencia la buena fe de parte del agente aduanero y el importador de las mercancías. (Ver folios 28 a 30)
VII. La Aduana de Limón mediante oficio número AL-DN-1635-2012 del 09 de mayo de 2012, solicita al recurrente, con vista en la certificación emitida por la empresa XXX que se adjunta al recurso, presentar en el plazo de 10 días hábiles a partir de la notificación, dicho documento debidamente apostillado y en formato original. Respecto a tal requerimiento, el agente aduanero XXX, mediante escrito del 08 de junio de 2012, solicita la ampliación del plazo otorgado en 10 días hábiles adicionales, en razón del trámite que debe seguirse en los EUA, prórroga que le es otorgada mediante oficio Al-DN-2189-2012 del 19 de junio de 2012. Finalmente el documento en cuestión es aportado en fecha 22 de junio de 2012. (Ver folios 31 a 38 y 45 a 54)
VIII. Mediante resolución RES-AL-2412-2012 del 26 de abril de 2012, la Aduana de Limón conoce del recurso de reconsideración presentado, declarando sin lugar el mismo, y emplazando al recurrente ante el Tribunal Aduanero Nacional para que reitere o amplié los argumentos de su pretensión. Dicho acto fue notificado vía fax el 30 de julio de 2012. (Ver folios 55 a 75)
IX. Con escrito presentado el 14 de agosto de 2012, el señor XXX se apersona ante esta instancia, a reiterar y ampliar las manifestaciones de su recurrencia en el siguiente sentido: (Ver folios 109 a 127)
· Con el fin de refutar los fundamentos vertidos por el A Quo para denegar la reconsideración interpuesta, explica las razones por las cuales la carta apostillada es distinta a la aportada con su escrito recursivo, señalando que esta última fue suscrita en Canadá y como este país no es signatario del Convenio de la Haya de 1961 que implementa dicho método de legalización de documentos, el importador solicitó la referida epístola a la sucursal ubicada en los EUA.

· Sostiene que el conocimiento de embarque, la declaración de exportación y la factura comercial no son documentos que confieran origen a las mercancías, sino que son utilizados para otros efectos dentro de la transacción de compra venta internacional, pero no son exigidos por el CAFTA-DR o la legislación nacional, por el contrario, para definir el origen de las mercancías debe estarse al certificado de origen emitido, y en el caso de los EUA al certificado del Departamento de Agricultura, Seguridad e Inspecciones de Alimentos, el que fue aportado en autos como prueba, y al cual omitió hacer referencia la Aduana de Limón, reseñando que el mismo certifica que las aves de las cuales se obtuvo el producto son originarias de dicho país.

· Señala que a la Aduana no le crea certeza el certificado de origen firmado por el importador, a pesar que tal circunstancia es permitida por el Tratado, además, hace ver que para el caso concreto el certificado de origen primeramente fue emitido por el exportador, pero contenía un error en la clasificación arancelaria, por lo que con base en el mismo el importador procedió a realizar la certificación que se aportó al momento de la importación. Al respecto, afirma que aportará un certificado de origen emitido por el productor de las mercancías.

· Recalca que la resolución que conoce el recurso de reconsideración es omisa en cuanto a la fundamentación legal necesaria para sustentar los motivos de su decisión, calificando algunos de sus razonamientos como falsos, específicamente el que indica que “el trato preferencial CAFTA se otorga a mercancías originarias de los países signatarios del tratado, de tal manera que la empresa productora y exportadora que exporte a un país parte del tratado, y solicite el trato preferencial CAFTA al amparo de un certificado de origen deben tener su empresa domiciliada en un país parte del tratado, obsérvese deben tener su empresa domiciliada en país parte del tratado…”. Asimismo refiere a la afirmación de la Aduana respecto a que el importador debió haber aportado una factura comercial emitida por el productor, aduciendo que no es acostumbrado en las transacciones de compra venta internacional que el importador final reciba una factura de la transacción sucedida cuando se ha llevado a cabo con intermediarios, además que el Tratado no exige la presentación de dicho documento. 

· Aduce por parte de la Aduana de Limón, falta de análisis de las pruebas aportadas.
X. En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones de ley.
Redacta la Licenciada Rodríguez Muñoz; y,

CONSIDERANDO

I. Objeto de la litis: El objeto de la presente litis se refiere a la aplicación o no del trato arancelario preferencial concedido por el CAFTA-DR, solicitada por el agente aduanero XXX, en representación de la importadora XXX, en favor de la mercancía amparada a la Declaración Aduanera de Importación número XXX del 19 de abril de 2012 de la Aduana de Limón, mediante la cual se destinó al régimen de importación definitiva la mercancía consistente en 568 bultos conteniendo muslos de pollo, en razón de que el A Quo, durante el ejercicio del control inmediato, rechazó la certificación de origen presentada al considerar que en la declaración de exportación, conocimiento de embarque y en la factura comercial se consigna como exportador a la empresa XXX domiciliada en la ciudad de XXX, mientras en la casilla número 1 de la certificación de origen, se indica como exportador a la misma empresa pero con domicilio en la ciudad de xxx, y al no existir conexidad entre la información contenida en los documentos indicados y dado que Canadá no es miembro firmante del CAFTA-DR, de conformidad con los artículos 4.15 y 3.3.2 del texto del Tratado, 2 de su Reglamento, y el anexo 3.3 del Tratado, determina desaplicar el trato arancelario preferencial, motivo por el cual reliquida la obligación tributaria aduanera, generando una diferencia por pagar a favor del Fisco por la suma de ¢9.093.655,28.
II. Sobre la admisibilidad del recurso de apelación: En forma previa, revisa este Órgano el aspecto de admisibilidad del recurso de apelación interpuesto conforme la Ley General de Aduanas (en adelante LGA), para establecer si en la especie se cumplen los presupuestos procesales que son necesarios para constituir un procedimiento válido. En tal sentido dispone el artículo 198 de la LGA, que contra la resolución dictada por la Aduana cabe recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual debe presentarse dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación del acto impugnado, es decir, en tiempo. Así, tenemos que en este caso el ajuste apelado, para todo efecto legal, fue notificado mediante el sistema informático Tica, el día 20 de abril de 2012 (folio 21), y la recurrencia fue interpuesta materialmente ante el propio A Quo el día 25 del mismo mes y año (folio 01), lo cual ocurrió dentro del plazo legalmente establecido. Además, el recurso debe cumplir con los presupuestos procesales de forma relativos a la capacidad procesal de las partes que intervienen en el procedimiento, lo cual no genera problemas en el presente asunto, toda vez que el recurso de cita es interpuesto por el agente aduanero XXX en representación de la importadora de las mercancías, encontrándose el mismo debidamente acreditado para actuar en dicha condición, según constancia que corre a folio 108 del presente expediente administrativo, cumpliéndose en la especie con el presupuesto procesal de legitimación. En razón de ello, tiene este Tribunal por admitido el recurso de apelación para su estudio.
III. Nulidades: El recurrente señala una serie de nulidades respecto a las actuaciones de la Aduana de Limón, siendo que este Colegiado no considera que sean procedentes, pero dado que estas guardan relación con aspectos ligados a los elementos de hecho y derecho tomados en consideración por el A Quo, así como el cumplimiento del debido proceso seguido por la Administración Aduanera, no se entrarán a conocer en este apartado, debiendo estarse a los efectos, a los fundamentos que se brindarán de seguido.
IV. Hechos Probados: De interés para las resultas del caso, se tienen en expediente como demostrados los siguientes hechos:
1. Que mediante la Declaración Aduanera de Importación número XXX del 19 de abril de 2012 de la Aduana de Limón, el agente aduanero XXX, declaró en nombre de la importadora XXX, la destinación al régimen de importación definitiva de la mercancía consistente en 568 bultos conteniendo muslos de pollo, aplicando el trato arancelario preferencial que concede el CAFTA-DR. (Ver folios 77 a 103)
2. Que la certificación de origen que cobija a las mercancías importadas mediante la Declaración indicada supra, fue expedida por la propia importadora XXX en fecha 12 de abril de 2012, señalándose como exportadora a la empresa XXX, con dirección en:
“XXX, CA 92023-6019

XXX”. (Ver folio 49)

3. Que en el proceso de verificación el funcionario encargado rechaza la aplicación de la certificación de origen aportada, al considerar que en la declaración de exportación, conocimiento de embarque y en la factura comercial se consigna como exportador a la empresa XXX domiciliada en la ciudad de XXX, mientras en la casilla número 1 del certificado de origen, se indica como exportador a la misma empresa pero con domicilio en la ciudad de XXX, y al no existir conexidad entre la información contenida en los documentos indicados y dado que Canadá no es miembro firmante del CAFTA-DR, de conformidad con los artículos 4.15 y 3.3.2 del texto del Tratado, 2 de su Reglamento, y el anexo 3.3 del Tratado, determinando desaplicar el trato arancelario preferencial, motivo por el cual reliquida la obligación tributaria aduanera, generando una diferencia por pagar a favor del Fisco por la suma de ¢9.093.655,28. (Ver folios 21, 102 y 103)
4. La Aduana de Limón mediante oficio número AL-DN-1635-2012 del 09 de mayo de 2012, solicita al recurrente, con vista en la certificación emitida por la empresa XXX, presentar en el plazo de 10 días hábiles a partir de la notificación, dicho documento debidamente apostillado y en formato original. Respecto a tal requerimiento, el agente aduanero XXX, mediante escrito del 08 de junio de 2012, solicita la ampliación del plazo otorgado en 10 días hábiles adicionales, en razón del trámite que debe seguirse en los EUA, prórroga que le es otorgada mediante oficio Al-DN-2189-2012 del 19 de junio de 2012. El documento en cuestión es aportado en fecha 22 de junio de 2012. (Ver folios 31 a 38 y 45 a 54)

Este Órgano de Alzada, teniendo en consideración los expuestos hechos probados, y con base en las consideraciones normativas contenidas en el CAFTA-DR, razona que debe revocarse el acto recurrido y declarar con lugar el recurso interpuesto, de conformidad con las razones que de seguido se exponen.

V. Sobre el fondo
Trata el presente caso, como se indicó supra, de la denegatoria por parte de la Aduana de Limón de otorgar el trato arancelario preferencial concedido por el CAFTA-DR a la mercancía importada mediante declaración aduanera número XXX del 19 de abril de 2012, al rechazar la aplicación de la certificación de origen presentada, toda vez que en la declaración de exportación, la factura comercial y el conocimiento de embarque se consiga como exportador a la empresa XXX., con domicilio en XXX, mientras que en el certificado de origen se señala a la misma empresa con domicilio en XXX, por lo que es preciso dilucidar si es factible tal acción a la luz de la normativa vigente, teniendo presente que en esta materia, el beneficio arancelario preferencial correspondiente deberá otorgarse y sujetarse a los alcances y limitaciones establecidos por los países Miembros en el Acuerdo o Negociación respectiva. 

En primer lugar, debemos partir que en términos generales un tratado de libre comercio es un acuerdo de política exterior bilateral o multilateral, mediante el cual los países establecen reglas comunes para normar la relación comercial entre ellos, con el fin de consolidar y ampliar el acceso de sus productos y eliminar barreras arancelarias y no arancelarias. En ese sentido tenemos que tanto el CAFTA-DR como el “Reglamento para la aplicación y administración de las disposiciones aduaneras y de las reglas de origen del Tratado de Libre Comercio República Dominicana- Centroamérica- Estados Unidos”, aprobado mediante Decreto Ejecutivo Nº 34753-H-COMEX de fecha 16 de setiembre de 2008, publicado en la Gaceta Nº 184 del 24 de setiembre de 2008, (en adelante el Reglamento), establecen las disposiciones normativas con base en las cuales debe resolverse el presente asunto.
En esta línea y acorde con la situación fáctica que encierra la presente litis, la Sección B del CAFTA-DR denominada “Procedimientos de Origen”, tiene como objetivo establecer los procedimientos aduaneros relacionados con la certificación de origen y verificación del origen de las mercancías aplicables al comercio entre las Partes, siendo que a los efectos el numeral 4.15, dispone:

“Obligaciones Respecto a las Importaciones

1. Cada Parte concederá cualquier solicitud de trato arancelario preferencial, realizada de conformidad con este Capítulo a menos que la Parte emita una resolución escrita de que la solicitud es inválida por cuestiones de hecho o de derecho.

2. Una Parte podrá negar el trato arancelario preferencial a una mercancía si el importador no cumple con cualquiera de los requisitos de este Capítulo.
3. Ninguna Parte, someterá a un importador a cualquier sanción por realizar una solicitud de trato arancelario preferencial inválida, si el importador:
a) no incurrió en negligencia, negligencia sustancial o fraude, al realizar la solicitud y pague cualquier arancel aduanero adeudado; o

b) al darse cuenta de la invalidez de dicha solicitud, la corrija voluntaria y prontamente y pague cualquier arancel aduanero adeudado.

4. Cada Parte podrá requerir que un importador que solicite trato arancelario preferencial para una mercancía importada a su territorio:

a) declare en el documento de importación que la mercancía es originaria;
b) tenga en su poder, al momento de hacer la declaración a la que se refiere el subpárrafo (a), una certificación escrita o electrónica, como se describe en el Artículo 4.16, si la certificación es la base de la solicitud;

c) proporcione una copia de la certificación, a solicitud de la autoridad aduanera de la Parte importadora, si la certificación es la base de la solicitud;

d) cuando el importador tenga motivos para creer que la declaración a la que se refiere el subpárrafo (a) está basada en información incorrecta, corrija el documento de importación y  pague cualquier arancel aduanero adeudado;

e) cuando una certificación de un productor o exportador es la base de la solicitud, el importador a su elección provea o haga los arreglos para que el productor o exportador provea, a solicitud de la autoridad aduanera de la Parte importadora, toda información utilizada por dicho productor o exportador al emitir tal certificación; y

f) demuestre, a solicitud de la autoridad aduanera de la Parte importadora, que la mercancía es originaria conforme al Artículo 4.1, incluyendo que la mercancía cumple con los requisitos del Artículo 4.12…
 (El resaltado no corresponde al original)
Es importante resaltar que de conformidad con el artículo transcrito y en general con el apartado en cuestión, la obligación principal respecto a las importaciones efectuadas bajo el amparo del Tratado, es la que se refiere a la carga de la prueba, donde el importador es el responsable ante la Autoridad Aduanera de presentar la certificación de origen o cualquier otra información que demuestre que una mercancía califica como originaria. Para el caso concreto, el numeral 4.16 es el que establece el medio o forma en que se solicitará el trato arancelario preferencial, indicando:
“Solicitud de Origen

1. Cada Parte dispondrá que un importador podrá solicitar el trato arancelario preferencial con fundamento en alguna de las siguientes:

a) una certificación escrita o electrónica3 emitida por el importador, exportador o productor; o

3 Cada Parte Centroamericana y la República Dominicana deberá autorizar a los importadores, a proporcionar certificaciones electrónicas, a más tardar tres años después de la fecha de entrada en vigor del Tratado.

b) su conocimiento respecto de si la mercancía es originaria, incluyendo la confianza razonable en la información con la que cuenta el importador de que la mercancía es originaria4.
4 Cada Parte Centroamericana y la República Dominicana deberá implementar el subpárrafo (b) a más tardar tres años después de la fecha de entrada en vigor del Tratado…” (El resaltado no corresponde al original)
Dicha norma es complementada por el  artículo 19 del Reglamento que señala:

“Solicitud de trato arancelario preferencial. Un importador podrá solicitar el trato arancelario preferencial con base en:

a) Una certificación escrita o electrónica emitida por el importador, exportador o productor; o
b) Su conocimiento respecto de si la mercancía es originaria, incluyendo la confianza razonable en la información con la que cuenta el importador de que la mercancía es originaria. Esta alternativa se implementará a más tardar en el plazo de tres años a partir de la fecha de entrada en vigencia del Tratado para Costa Rica.” (El resaltado no corresponde al original)
De esta forma, para acreditar que una mercancía cumple con el régimen de origen del CAFTA-DR, dicha mercancía puede ir acompañada de una certificación de origen emitida ya sea por el productor, el exportador o el importador, o bien con la información o conocimiento que tenga el importador de que la mercancía es originaria.
Como se puede apreciar, la certificación de origen se convierte, en caso que la misma sea la base de la solicitud de trato arancelario preferencial, en el documento que acredita el origen y procedencia de las mercancías, permitiendo así aprovechar los distintos beneficios y preferencias arancelarias otorgadas a través del Tratado de cita, respondiendo su concesión a la validez de dicha certificación, constituyéndose en el documento por excelencia legalmente pactado como probatorio del origen de las mercancías y favorecedor de la preferencia arancelaria, y que como se indicó supra, en razón de la carga de la prueba, le corresponde al importador su debida presentación y probanzas respecto a dicho documento, siendo que tal caracterización es plasmada en el numeral 22 del Reglamento al disponer que “la certificación de origen es el documento que se debe utilizar para certificar que una mercancía es originaria y, en consecuencia, es elegible para el tratamiento arancelario preferencial establecido en la Lista Arancelaria de Costa Rica contenida en el Anexo 3.3 o de conformidad con el Anexo 3.3.6 del Tratado.”
En cuanto a las condiciones que debe presentar la referida certificación, el artículo 4.16.2 del Tratado y el artículo 22 de su Reglamento, establecen que si bien no necesita estar elaborado en un formato preestablecido, debe contener al menos con los siguientes elementos: 

a) El nombre de la persona certificadora, incluyendo, cuando sea necesario, información de contactos u otra información de identificación,

b) Clasificación arancelaria bajo el Sistema Armonizado y una descripción de la mercancía,

c) Información que demuestre que la mercancía es originaria,

d) La fecha de la certificación; y

e) En el caso de una certificación general emitida conforme al artículo 4.16.4(b) del Tratado, el período que cubre la certificación

Además de lo anterior, la normativa exige que para otorgar el trato preferencial a las importaciones se indique en la respectiva declaración aduanera que las mercancías son originarias y que el importador al momento de transmitirla, tenga el original de la certificación de origen, disponiendo el Reglamento en su numeral 20:
“Requisitos para la aplicación del trato arancelario preferencial. Para otorgar a las importaciones de mercancías originarias el trato arancelario preferencial establecido en el Tratado, deberá indicarse en la declaración de importación que las mercancías califican como originarias utilizando el código del convenio en la casilla correspondiente de la declaración aduanera.

Al momento de transmitir la declaración el importador deberá tener el original de la certificación de origen escrita o electrónica emitida por el importador, exportador o productor, si la certificación es la base de la solicitud; salvo las excepciones establecidas en el artículo 28 de este Reglamento;

La autoridad aduanera, podrá requerir que se adjunte a la declaración aduanera, una copia de la certificación de origen que ampara las mercancías, si la certificación es la base de la solicitud, de conformidad con el artículo 22 de este Reglamento y el Anexo A de este Reglamento.” (El resaltado no corresponde al original)
Así, en consideración del alcance de las diferentes disposiciones que se contemplan en el Tratado de referencia, y siendo que dicho cuerpo normativo fija la certificación de origen como el documento que valida, para todo efecto legal, el origen de las mercancías y la concesión del trato arancelario preferencial que los países contratantes deben dar recíprocamente a las mercancías negociadas, siempre que dicho documento sea la base de la de dicha solicitud, no puede la Autoridad Aduanera, apegada al principio de legalidad protegido por los numerales 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública, pretender desfavorecer su validez probatoria durante el ejercicio del control inmediato, atendiendo a dudas respecto de otros instrumentos a los cuales el Tratado no ha otorgado la capacidad de conferir el origen de las mercancías.

Partiendo del cuadro normativo expuesto y de las facultades específicas otorgadas a las Aduanas en el momento del despacho aduanero respecto del origen de las mercancías, tenemos que para el caso concreto, durante el ejercicio del control inmediato la Aduana de Limón determinó desaplicar el trato arancelario preferencial pretendido, por “la inexistencia de conexidad entre la información establecida en el certificado de origen con los documentos originales tales como el conocimiento de embarque, factura comercial y declaración de exportador adjuntos al dua de marras y con las imágenes asociadas a dicho dua”, lo anterior dado que en la certificación de origen se señala que la empresa exportadora XXX tiene su domicilio en los EUA, mientras que en los restantes documentos se indica que la misma es domiciliada en Canadá.
De los autos se desprende que el A Quo en ningún momento ha desvirtuado la validez de la certificación de origen aportada, centrándose en la divergencia de información entre esta y lo indicado por otros documentos, mismos que no contempla el Tratado a la hora de establecer la forma en que el importador puede respaldar la solicitud de trato arancelario preferencial durante el proceso de nacionalización, dejando de lado la actuación administrativa el hecho que de conformidad con la normativa expuesta, al único documento que el Tratado otorga la posibilidad de conferir origen es a la certificación dispuesta por el numeral 4.16 del Tratado y 19 de su Reglamento, ambos transcritos supra, cuando dicho documento sea la base de su solicitud.
Sometida a revisión la certificación de origen aportada y visible a folio 49 del expediente, según las disposiciones establecidas por los artículos 4.16.2 del Tratado, 22 de su Reglamento y el Anexo A de este último, tenemos que cumple a cabalidad con los mismos, indicándose el nombre y dirección de la importadora XXX, domiciliada en Costa Rica, quien a su vez es la propia certificadora, constando su firma en el documento, el nombre y dirección de la empresa exportadora, XXX con domicilio en XXX, la descripción de la mercancía “muslos de pollo”, su clasificación arancelaria “0207149320”, como criterio bajo el cual la mercancía califica como originaria señala el “A”, indicando que la certificación de origen es aplicable para el período que va del 01 de enero de 2012 al 31 de diciembre de 2012, con la respectiva declaración bajo juramento requerida por el numeral 10 del referido Anexo. Configurándose todos ellos en los datos mínimos que debe contener el documento en cuestión.
La Aduana objeta que la certificación de origen aportada pueda desplegar los efectos que el propio CAFTA-DR le otorgó en relación a conferir el origen de las mercancías dispuestas en su contenido, por el hecho de existir una supuesta divergencia con otros instrumentos en cuanto al domicilio del exportador, cuestionándose si efectivamente dicha empresa tiene o no su domicilio en los EUA, pero de la revisión de dicha certificación, se aprecia que en la casilla 1 claramente se indica como dirección de la empresa exportadora XXX, “XXX”, por lo que el cuestionamiento de la Autoridad Aduanera carece de sustento en ese momento procesal, dado que el documento que tiene la capacidad de conferir origen a las mercancías, y al que durante el ejercicio del control inmediato la Aduana puede sujetar su revisión en cuanto a aspectos de autenticidad, veracidad y observación de las disposiciones establecidas en los cuerpos normativos respectivos, le está brindando la información que requiere, y con base en el mismo es que finalmente la Aduana de Control, según su competencia, debe decidir sobre la aplicación o no el trato arancelario preferencial.
Aún y cuando la certificación de origen aportada en autos logra por sí misma probar el origen de las mercancías durante el despacho aduanero, valga la pena resaltar que obran en autos documentos que reafirman dicho elemento, verbigracia el conocimiento de embarque (ver folio 13), donde se puede apreciar que la mercancía fue recibida XXX y cargada en uno de sus puertos, a saber XXX, señalándose este mismo como país de origen, aspectos que son además corroborados por la carta emitida por el propio transportista marítimo, por lo que el A Quo tenía cómo solventar la duda surgida durante el despacho.
Al permitir la certificación de origen que la Autoridad Aduanera controle, durante el proceso de nacionalización, si la mercancía objeto de comercio es tutelar de derecho a la preferencia arancelaria, ello en apego a la facilitación y agilización que se requiere durante el despacho aduanero, el A Quo, al momento de realizar la revisión correspondiente, tenía circunscritas sus facultades a la constatación de que la certificación de origen reuniera todos los requisitos y formalidades establecidas en el DR-CAFTA y las reglamentaciones de aplicación, y en caso afirmativo, como sucede en autos, autorizar el levante conforme a lo declarado, o en caso contrario, sea si el documento señalado adoleciera de invalidez, rechazar la aplicación del trato arancelario preferencial y efectuar el ajuste procedente. 

Aún y cuando el ajuste efectuado por el A Quo no tiene razón, dada la naturaleza de la revisión que debe efectuarse en cuanto al origen de las mercancías durante el despacho aduanero, y a que como se apuntó supra, la certificación de origen aportada en autos resulta válida, es importante aclarar que la duda que germina en la Aduana durante el procedimiento de nacionalización es válido y razonable, dado que de acuerdo a las normas que envuelven la importación de cita, el exportador de las mercancías debe estar domiciliado en un país parte del Tratado, siendo lo legalmente procedente que en razón de la alegada ausencia de conexidad entre la certificación de origen de cita y los documentos señalados por el A Quo, como la declaración de exportación, conocimiento de embarque y en la factura comercial, y limitada la competencia de la Aduana en los términos expuestos supra, su deber era enviar una ficha informativa a la Dirección General de Aduanas
 (en adelante DGA), reporte que precisamente dispone la legislación aduanera para circunstancias como la que se presenta en autos, según lo señalado por el numeral 61 del Reglamento a la Ley General de Aduanas:
“Fichas informativas. Son fichas los reportes escritos o informáticos que se generan por funcionarios de las aduanas, del Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera y de la Dirección de Fiscalización a partir de dudas surgidas en el procedimiento de despacho aduanero, sobre declaraciones aduaneras o sobre información o hechos de trascendencia tributaria aduanera, incluyendo hallazgos detectados en los procesos de control y fiscalización de sujetos, mercancías y operaciones aduaneras así como dudas respecto de la existencia de eventuales infracciones y delitos aduaneros y fiscales. (…)”  (El subrayado no corresponde al original)

A partir de este tipo de información la DGA podría evaluar la procedencia o no de realizar un control a posteriori y la apertura de un procedimiento de verificación de origen que determinara dicho elemento de la obligación tributaria aduanera, con apego al trámite formal que el mismo encierra, siendo ésta la Autoridad Aduanera competente para tales efectos
, al ser la determinación o verificación del origen una tarea que requiere de un estudio profundo y pormenorizado, que escapa a la naturaleza propia de la revisión durante el despacho de las mercancías, requiriendo un control más riguroso y metódico. 
Este Tribunal considera necesario realizar algunas aclaraciones respecto a lo actuado en autos y a la decisión a la cual se arriba en la presente sentencia. En primer, y dado que se ha analizado parte de los requisitos dispuestos por el Tratado en cuestión, considera importante este Colegiado advertir que la normativa relacionada con el DR-CAFTA, no contiene disposiciones que exijan, a efectos de probar el origen de las mercancías, la presentación de documentación apostillada, estando dicho requerimiento fuera de las exigencias de dicha normativa, por lo que las solicitudes que en ese sentido se realicen, no cuentan con el asidero legal pertinente. 
En segundo lugar, se aclara que, aún y cuando dada la configuración del cuadro fáctico que envuelve la presente litis, se revoca la resolución venida en alzada, lo es precisamente por la especial disposición de los hechos, sea, que el certificado de origen aportado en autos, señala claramente en su casilla número 1 que el exportador tiene su domicilio en un país parte, pero que en caso contrario, si la información consignada en dicho documento no dispone que el intercambio comercial se efectuó desde el territorio de una Parte del Tratado, la denegatoria del trato arancelario preferencial sería acertada, tal y como lo ha dispuesto este Tribunal en su jurisprudencia
.
Retomando el análisis, con base en lo expuesto, al contener la certificación de origen la información requerida, señalando expresamente que el exportador posee su domicilio en un Estado Parte, no procede su desaplicación, dado que el mismo se constituye en un documento efectivo para conferir el origen a la mercancía importada durante el despacho aduanero, ajustándose a las disposiciones legales establecidas por el propio Tratado y su normativa conexa. 
De esta forma, queda demostrado que para el caso concreto el importador se ajustó a los requisitos establecidos en el Capítulo Cuarto del Tratado en lo que respecta a la certificación que se presenta para demostrar el origen de la mercancía, por lo que este Colegiado, considera que en autos se cuenta con el respaldo idóneo para conceder el beneficio arancelario solicitado según la normativa vigente. En consecuencia, se declara con lugar el recurso y se revoca el ajuste recurrido.
Por innecesario, y en razón de lo resuelto no se entran a conocer los argumentos del recurrente respecto de la falta de análisis por parte del A Quo de las pruebas aportadas.
POR TANTO
Con fundamento en los artículos 198 y 205 de la Ley General de Aduanas, por mayoría este Tribunal resuelve declarar con lugar el recurso de apelación y revoca el ajuste recurrido. Se remiten los autos a la oficina de origen. Se da por agotada la vía administrativa. Voto salvado del Lic. Reyes Vargas quien declara sin lugar el recurso y confirma el ajuste realizado en el despacho. 
Notifíquese al medio señalado por el recurrente, fax número XXX, dirigidas a nombre de XXX, y a la Aduana de Limón al medio disponible.
Loretta Rodríguez Muñoz
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Luis Gómez Sánchez

                               
Dick Reyes Vargas
Voto particular del Máster Reyes Vargas. No comparte el suscrito lo resuelto y por ello salvo mi voto con sustento en las siguientes consideraciones:
En la quinta de las consideraciones, y a partir del último párrafo de la página 15 de la presente sentencia, recoge el voto mayoritario la verdadera y única razón por la cual la Aduana de Limón realizó el ajuste en el despacho a saber, la falta de arraigo del exportador en un país parte del Tratado. En efecto indica la mayoría: 

“… es importante aclarar que la duda que germina en la Aduana durante el procedimiento de nacionalización es válido y razonable, dado que de acuerdo a las normas que envuelven la importación de cita, el exportador de las mercancías debe estar domiciliado en un país parte del Tratado, siendo lo legalmente procedente que en razón de la alegada ausencia de conexidad entre la certificación de origen de cita y los documentos señalados por él A Quo, como la declaración de exportación, conocimiento de embarque y la factura comercial, y limitada la competencia de la Aduana en los términos expuestos supra, su deber era enviar una ficha informativa a la Dirección General de Aduanas… A partir de ese tipo de información la DGA podría evaluar la procedencia o no de realizar un control a posteriori y la apertura de un procedimiento de verificación de origen que determinara dicho elemento de la obligación tributaria aduanera, con apego al trámite formal que el mismo encierra, siendo ésta la autoridad aduanera competente para tales efectos, al ser la determinación o verificación del origen una tarea que requiere de un estudio profundo y pormenorizado, que escapa a la naturaleza propia de la revisión durante el despacho de las mercancías, requiriendo un control más riguroso y metódico.”
La posición acá adoptada por la mayoría, disiente de lo señalado en anteriores resoluciones de esta instancia que precisamente resuelven facultando la competencia de las aduanas para revisar durante el despacho los aspectos formales relativos al origen distintos de los sustanciales respecto de los cuales no cabe la menor duda requieren del procedimiento de verificación del origen, verificación que reitero regula única y exclusivamente los aspectos sustanciales sin contener norma alguna respecto de los formales, entre ellos los relativos al arraigo del exportador. Y es que, precisamente en la resolución 261 de cita por la mayoría este Tribunal consideró:

“Contrario a lo que pretende hacer ver el recurrente, la litis no recae sobre el hecho de si la mercancía resulta o no originaria de los Estados Unidos de América, pues tal aspecto no es el controvertido por la Administración, sino que tal cual se indicó en la primera de las consideraciones, la litis consiste en si contestes con las disposiciones del CAFTA resulta procedente o no la aplicación del trato arancelario preferencial a una mercancía, en principio originaria, pero cuyo exportador (que bien puede serlo el importador o el productor) no cumple con el principio de arraigo, en relación con las mercancías amparadas a la declaración aduanera a la importación…”
…

“Partiendo de ello, debemos indicar que en el presente caso la Aduana de Limón deniega acertadamente el “trato arancelario preferencial” a las mercancías referidas, por la razón señalada, al amparo de las disposiciones del Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos (CAFTA).

Tanto el Tratado como el Reglamento, prevén también la posibilidad de denegar la aplicación del trato arancelario preferencial cuando no se cumplan las condiciones exigidas por la normativa, y que están contenidas en el artículo 4-15.1 del Tratado y artículo 30 del Reglamento que por su orden disponen:

“…2.
Cada Parte concederá cualquier solicitud de trato arancelario preferencial, realizada de conformidad con este Capítulo a menos que la Parte emita una resolución escrita de que la solicitud es inválida por cuestiones de hecho o de derecho…” (el resaltado es nuestro)”
 El suscrito, conteste con lo considerado en la resolución 261 de cita sigue considerando que el artículo 4-15.1.2 del tratado faculta a la Aduana para resolver conforme lo hizo, especialmente considerando que, la carga de la prueba corresponde al importador y en el caso la aportada resulta contradictoria incluso la allegada con posterioridad y visible a folios 35-37 supuestamente emitida por el exportador en XXX, es autenticada por notaria publica domiciliada en XXX.

Dick Rafael Reyes Vargas

�  Por su parte el artículo 4.1 señala: “Mercancías Originarias:


Salvo que se disponga lo contrario en este Capítulo, cada Parte dispondrá que una mercancía es originaria cuando: 


(a)	es una mercancía obtenida en su totalidad o producida enteramente en el territorio de una o más de las Partes; 


(b)	es producida enteramente en el territorio de una o más de las Partes y


(i)	cada uno de los materiales no originarios empleados en la producción de la mercancía sufre un cambio aplicable en la clasificación arancelaria especificado en el Anexo 4.1, o 


(ii)	la mercancía satisface de otro modo cualquier requisito de valor de contenido regional aplicable u otros requisitos especificados en el Anexo 4.1, 


y la mercancía cumple con los demás requisitos aplicables de este Capítulo; o


(c)	es producida enteramente en el territorio de una o más de las Partes, a partir exclusivamente de materiales originarios.”





� Ver artículos 28, 28 bis, 30 ter, 30 quáter del Reglamento a la LGA.


� Artículo 50 del Reglamento del Tratado:


“Resolución final del procedimiento de verificación. La Dirección General de Aduanas, mediante resolución escrita, determinará si las mercancías objeto de verificación califican o no como originarias, incluyendo las conclusiones de hecho y el fundamento jurídico de esa determinación. Esta resolución deberá emitirse en el plazo de ciento veinte (120) días calendario contados a partir de la conclusión de la verificación y la notificará al importador, exportador o productor cuyas mercancías hayan sido objeto de verificación, según corresponda.” El resaltado no corresponde al original)





� Ver entre otras Sentencia 261-2012 del 31 de julio de 2012.
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